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La Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se

modifica la Ley de Sociedades de Capital para la

mejora del gobierno corporativo, que entró en vi-

gor el pasado 23 de diciembre de 2014, introduce

importantes modificaciones en la vigente Ley de

Sociedades de Capital (en adelante «LSC»), princi-

palmente, en dos grandes bloques: las relaciona-

das con la junta de accionistas cuya finalidad son

ampliar las competencias de la junta general, re-

forzar los derechos de los accionistas minoritarios

y asegurar la transparencia de la información que

reciben los accionistas; y las que tienen que ver

con el consejo de administración.

Resaltamos en este artículo, de entre las nu-

merosas modificaciones introducidas, las que en-

tendemos pueden ser de mayor interés respecto a

la junta general de accionistas.

Las modificaciones de la LSC referentes a la

junta general de accionistas pretenden, sobre

todo, reforzar el papel de esta y crear nuevas vías

para fomentar la participación accionarial. A es-

tos efectos, se extiende expresamente la posibili-

dad de la junta de impartir instrucciones en

materia de gestión a todas las sociedades de capi-

tal –posibilidad que sólo existía en las Sociedades

de Responsabilidad Limitada–, manteniendo en

todo caso la previsión de que los Estatutos puedan

limitarla (artículo 161 LSC). En el debate de gobier-

no corporativo más actual, esta es una posición

pujante y defendida por voces muy autorizadas in-

cluso en entornos jurídicos que tradicionalmente

han consagrado el monopolio del consejo de admi-

nistración en las cuestiones de estrategia y nego-

cio. 

Asimismo, se amplía el listado de competencias

expresas de la junta, reguladas en el artículo 160 de

la LSC, incluyendo algunas de las decisiones tradi-

cionalmente encuadradas en el ámbito de las deno-

minadas competencias implícitas o no escritas de la

junta en materia de gestión. Se trata de decisiones

que, aún encuadrables funcionalmente en el ámbi-

to de la actividad gestora, afectan de modo sensible

a la posición jurídico – económica de los socios y

por ello requieren que estos manifiesten su consen-

timiento. Así, se reserva a la junta de accionistas,

ya en norma legal, la aprobación de todas aquellas

operaciones societarias que por su relevancia tie-

nen efectos similares a las modificaciones estructu-

rales, como la adquisición, la enajenación o la

aportación a otra sociedad de activos esenciales. A

este respecto, el artículo 160.f establece: «Se presu-

me el carácter esencial del activo cuando el impor-
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te de la operación supere el veinticinco por ciento

del valor de los activos que figuren en el último ba-

lance aprobado.» La naturaleza de estas operacio-

nes y su particular relevancia en las sociedades

justifica este cambio normativo que, por otra parte,

viene a convertir en norma legal una competencia

que en muchos casos ya estaba recibiendo este tra-

to. 

Por último, indicar que además en las socieda-

des cotizadas se incluyen competencias adiciona-

les a las recogidas en el artículo 160, que son las

siguientes: «a) La transferencia a entidades dependien-

tes de actividades esenciales desarrolladas hasta ese mo-

mento por la propia sociedad, aunque esta mantenga el

pleno dominio de aquellas; b) Las operaciones cuyo efecto

sea equivalente al de la liquidación de la sociedad; c) La

política de remuneraciones de los consejeros en los térmi-

nos establecidos en esta ley.» Asimismo, indica la nor-

ma que se presumirá el carácter esencial de las

actividades y de los activos operativos cuando el

volumen de la operación supere el veinticinco por

ciento del total de activos del balance ::


